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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 08
               Marzo 11 de 2014

 


LA FACULTAD DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA APLICAR PROVISIONALMENTE UN TRATADO INTERNACIONAL ANTES DE SU APROBACIÓN POR EL CONGRESO Y LA REVISIÓN POR LA CORTE CONSTITUCIONAL, SOLO PROCEDE EN EL CASO DE TRATADOS DE NATURALEZA COMERCIAL Y ECONÓMICA, ACORDADOS EN EL ÁMBITO DE UNA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL Y CUANDO ESTÉ PREVISTA EN EL TEXTO DEL TRATADO

	II. EXPEDIENTE LAT-407 - SENTENCIA C-132/14 (Marzo 11) 
M.P. Mauricio González Cuervo 


1. Norma revisada
LEY 1600 DE 2012 (diciembre 21).
Por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Bogotá D.C. el 10 de mayo de 2011. 

2. Decisión 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE el “Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Bogotá D.C. el 10 de mayo de 2011, con excepción del numeral 1° del artículo 18 que se declara INEXEQUIBLE. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1600 de diciembre 21 de 2012 “Por medio de la cual se aprueba el ‘Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América’ suscrito en Bogotá D.C. el 10 de mayo de 2011. 

Tercero.- Disponer que se comunique inmediatamente esta sentencia al Presidente de la República para lo de su competencia, así como al Presidente del Congreso de la República. 

3. Síntesis de los fundamentos 
Efectuado el examen de validez formal del Acuerdo de Transporte Aéreo suscrito entre Colombia y Estados Unidos de América el 10 de mayo de 2011 y de la Ley 1600 de 2012, aprobatoria del mismo, la Corte constató que se observaron las reglas propias de la firma, aprobación y ratificación de este Convenio, así como las etapas, requisitos y procedimiento que precedieron la expedición de la citada ley.

De otra parte, analizado el contenido de las disposiciones que integran el tratado revisado, la Corporación encontró que se ajusta a los postulados constitucionales relativos a la integración con otros Estados, a la soberanía nacional (art. 9º C.Po.), al deber del Estado y de las autoridades de la República de proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades (art. 2º C.Po.), a los preceptos que señalan que la actividad económica y la iniciativa privada son libres dentro de los límites del bien común y se garantiza el derecho a la libre competencia económica (art. 333 C.Po.), así como el mandato de internacionalización de las relaciones económicas, sociales y ecológicas del Estado colombiano con otras naciones, bajo principios de equidad y reciprocidad (arts. 226 y 227 C.Po.).

De manera particular, la Corte determinó que la facultad otorgada al Presidente de la República por el artículo 224 de la Constitución para la aplicación provisional de los tratados, es una facultad excepcional de interpretación restringida y sujeta al cumplimiento de tres requisitos concurrentes: (i) tener naturaleza comercial y económica; (ii) haberse acordado en el ámbito de una organización internacional; (iii) estar dispuesta su aplicación provisional en el texto del tratado, los cuales deberán ser estrictamente examinados por esta Corporación. En consecuencia, el no cumplimiento de alguna de estas condiciones, conducirá a la inconstitucionalidad de la cláusula de aplicación provisional. 

Este no es el caso del “Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de Colombia y el Gobierno de Estados Unidos de América” suscrito en Bogotá D.C. el 10 de mayo de 2011, toda vez que se trata de un tratado bilateral, si bien de orden comercial y económico, que no reúne por tanto, el requisito de haber sido acordado en el ámbito del algún organismo internacional, para la procedencia constitucional de su aplicación provisional dispuesta por el Ejecutivo, previa a la aprobación por el Congreso de la República. Por consiguiente, la Corte consideró que las condiciones para hacer uso excepcional de la aplicación provisional de un instrumento internacional no se cumplen en este caso, como quiera que no obstante ser un tratado de naturaleza comercial, no fue acordado en el ámbito de ningún organismo internacional o que en dicho proceso hubiera participado la OACI.

Por lo expuesto, la Corte Constitucional hizo una prevención al Gobierno Nacional para que, en el ejercicio de la facultad constitucional de aplicación provisional de los tratados o de algunas de sus disposiciones, se actúe con un criterio riguroso de excepcionalidad al interpretar los supuestos constitucionales para su procedencia, dado que la aplicación provisional de tratados prevista en el artículo 224 de la Carta Política puede constituirse en un mecanismo de elusión del control de constitucionalidad, mientras se produce la aprobación por parte del Congreso de la República y se ejerce el control a cargo del tribunal constitucional. 

4. Salvamento parcial y aclaración de voto 
El magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez se apartó de la decisión de inexequibilidad del numeral 1º del artículo 18 del Acuerdo de Transporte Aéreo entre Colombia y Estados Unidos de América (mayo 10 de 2011), por considerar que en el presente caso se cumplían las condiciones que permitían al Gobierno Nacional darle aplicación provisional a este tratado a partir de la última fecha de intercambio de notas diplomáticas entre las partes, mientras entra en vigor de conformidad con los artículos 150.16 y 241.10 de la Constitución Política, toda vez que se trata de un Acuerdo de naturaleza comercial, en el que estaba prevista esa cláusula y corresponde a un tratado firmado dentro del marco de la Organización de Aviación Civil Internacional, OACI de la cual hacen parte Colombia y Estados Unidos de América. 

El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva anunció una aclaración de voto, toda vez que consideraba debía incluirse en la parte resolutiva, lo relativo a la elusión del control de constitucionalidad que finalmente se produjo con la aplicación provisional que se hizo del Acuerdo revisado, no obstante que esta no procedía.

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
